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Temas: 
RESPONSABILIDAD MEDICA. [P]or la demora injustificada en la atención de Sara Lotero Ceballos, se produjo su posterior deceso; es decir, se quebrantó su invaluable derecho a la vida. Sin embargo, hay una circunstancia que, para la Sala, debe tenerse en cuenta en punto a la imposición de una carga de este tipo, y es que, desde el comienzo está señalado que a la demandada se le ha citado como obligada solidaria, por el compromiso legal que tiene de velar por la adecuada atención de sus pacientes, producto del cual, la deficiencia en la prestación del servicio por parte de una IPS por ella contratada, le comparte la obligación. A pesar de esto, que es claro y producto de lo cual se le condenó al pago de los daños causados, es también evidente que la vulneración del derecho fundamental a la vida de la niña no fue propiciado por ella de manera directa, sino, por el personal adscrito a la IPS.  
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          SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA
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Acta Nº 404 de agosto 4 de 2017
Decide la Sala los recursos de apelación contra la sentencia del 20 de febrero de 2015, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, propuestos por las partes en este proceso ordinario de responsabilidad médica que Jhésica Victoria Ceballos Loaiza, María Ángela Ceballos Loaiza, Santiago Sánchez Ceballos, Asceneth Loaiza de Ceballos y Ángel María Ceballos le promovieron a Saludcoop Entidad Promotora de Salud S.A.
1. ANTECEDENTES  
1.1. Las pretensiones.
Pidieron los demandantes que se declarara que el deterioro de la salud y posterior muerte de la niña Sara Lotero Ceballos fueron generados por hechos y omisiones atribuibles a la demandada, que incumplió las obligaciones del SGSSS.  

Como consecuencia de ello, que se le ordene la reparación integral, a favor de la sucesión de la niña, y a título personal, que hizo consistir en: (i) la restitución de las sumas entregadas a la entidad por derechos, copagos o similares, producto de la atención prestada; (ii) daño moral; (iii) daño a la vida de relación; (iv) satisfacción y garantía de no repetición (publicidad, ofrecimiento de disculpas y daño punitivo o sanción civil); (v) la actualización de las condenas; (vi) las costas del proceso; y (vii) los demás conceptos de daños o perjuicios e indemnizaciones, presunciones y cuantías que la jurisprudencia y la ley reconozcan, o el mayor valor que resulte probado en ejercicio de las facultades extra y ultra petita. Cada uno de los daños fue cuantificado.
1.2. Los hechos. 

Se hicieron consistir en que el 11 de octubre de 2006, nació Sara Lotero Ceballos, quien venía siendo atendida en las IPS de la EPS Saludcoop; la llegada de la niña llenó de alegría a sus padres y a toda su parentela; incluso durante los primeros meses la madre se trasladó a la casa de sus abuelos, para que departiera con sus bisabuelos. 

La bebé fue llevada a controles rutinarios entre noviembre de 2006 y marzo de 2007 y siempre fue valorada físicamente; su situación cardiovascular era normal. El 1° de marzo de 2007, cuando contaba cuatro meses y veinte días, presentó un cuadro febril y consultó en el Hospital Infantil de Manizales; no fue atendida en urgencias de Saludcoop, debido a un retraso en el pago de los aportes; un día después, superado ese problema, fue atendida y el diagnóstico fue un resfriado y su manejo a base de medicamentos. El 9 de marzo consultó nuevamente, porque los síntomas persistían; regresó el 12 de marzo y recomendaron seguir con los fármacos, a la vez que se le envió al pediatra, quien la valoró el 16 de marzo, le formuló claritromicina y nebulizaciones, y dispuso control en quince días, pero a mano corrigió y determinó que regresara en ocho días.
Empezó ese tratamiento, pero tarde de la noche presentó malestar y dificultad respiratoria, así que a primera hora del día fue llevada a urgencias y le diagnosticaron neumonía, se ordenaron radiografías y hospitalización; tomadas aquellas en el Hospital de Caldas, fue recibida otra vez en Saludcoop, donde se registra la neumonía, sin embargo, una hora más tarde, es valorada por el pediatra, quien varió el diagnóstico al de cardiopatía por inflamación del corazón, ordenó canalizar y suministrar medicamentos; una hora y media después fue valorada por el pediatra y el médico general, por exigencia de los familiares, y ordenaron la remisión inmediata al Hospital Infantil Unidad de Cuidados Intensivos, mas, durante los trámites sufrió un paro, la reanimaron y hacia las 17 horas la trasladaron en ambulancia a ese centro; al llegar allí les informaron a los familiares que habían realizado reanimación, con resultados negativos y la niña había fallecido.   
A partir del hecho 19 se hizo un pormenorizado análisis de la fallas médico-asistenciales, por la época de la atención de la niña, pues a pesar de su estado de salud, “los médicos se limitaron a esperar pasmosamente el paso del tiempo y para los administrativos; (sic) dándole prioridad a un criterio mercantilista, o mejor, impregnados por el desvalor humano e indolente por el sufrimiento ajeno, le negaron a SARA -ser humano-, aunque ellos desconocieran su naturaleza, la posibilidad de VIVIR”. Luego de todo, se menciona, la familia solicitó que se le realizara necropsia de carácter educativo; medicina legal resumió como hallazgos: corazón aumentado de tamaño, presencia de pus y líquido de edema en los pulmones, y en ampliación de anatomía patológica se concluyó que los hallazgos histopatológicos son compatibles con posible muerte de origen respiratorio originada en una bronquitis. 
Terminó el libelo con la justificación de cada uno de los perjuicios reclamados.
1.3. El trámite. 
La demanda fue admitida el 27 de septiembre de 2011 (f. 141, c. 1). En tiempo, contestó la demandada (f. 156, c. 1); se opuso a lo pretendido, se refirió a los hechos y propuso como excepciones las que nominó “falta de relación de causalidad en los actos administrativos ejecutados por la EPS Saludcoop con el deceso de la menor paciente Sara Lotero Ceballos”, “inimputabilidad de las presuntas consecuencias del acto médico y de la evolución clínica de la patología de base ‘cardiomegalia congénita’ a la EPS Saludcoop”, “discrecionalidad científica que no responsabiliza a EPS Saludcoop por los actos médicos ejecutados por las IPS adscritas a su red interna y externa”; “falta de participación en el acto médico de la EPS Saludcoop”, “inexistencia de causalidad”; y “exigencia de culpa probada”. 

En síntesis, se hicieron consistir en que de los elementos de la responsabilidad civil, está ausente en este caso el nexo causal, porque (i) la EPS no participó en la ejecución de los actos médicos de valoración, medicación y administración de tratamientos ordenados, tampoco administró medicamentos, ni ejecutó ayudas de diagnóstico, pues estos estuvieron a cargo del equipo de salud adscrito a las IPS que integran su red de prestadores, que son entidades distintas desde el punto de vista legal, financiero, administrativo, estructural y de la discrecionalidad técnica y científica, con lo que sus actos no comprometen a la EPS; (ii) la causa de la muerte fue una falla sistémica a consecuencia de una descompensación hemodinámica con ocasión de un proceso propio de su patología de base “cardiomegalia”, que tiene una causa etiológica congénita y no traumática que se asocie con la prestación del servicio de salud; (iii) la demanda cumplió plenamente las exigencias de carácter legal impuestas por el Sistema General de Seguridad Social en Salud; (iv) los actos médicos de los profesionales de las IPS gozan de discrecionalidad científica y la culpa que de ellos se predique no se traslada a la EPS que fue ajena a su ejecución; (v)  por ello mismo sus actuaciones de disposición y autorización de procedimientos médicos asistenciales  están lejos de constituir el hecho generador del daño que se le imputa en este caso; y, finalmente, (vi) la culpa médica debe probarse. 
Realizada la audiencia de que trata el artículo 77 del estatuto adjetivo laboral, en la que se decretaron las pruebas pedidas (f. 190 a 196, c. 1), se practicaron en su mayoría ante el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, hasta el 10 de agosto de 2012, cuando por virtud de lo reglado en el artículo 625 del CGP, se remitió por competencia la actuación a los juzgados civiles de circuito (f. 338 a 378, c. 1); le correspondió al quinto de esa especialidad (f. 387), que dispuso la práctica de las pruebas pendientes (f. 389 ib.); luego corrió traslado para alegar (f. 397), lapso aprovechado por la demandada, que insistió en sus planteamientos. 
1.4. 
El fallo de primer grado. 

La funcionaria declaró infundadas las excepciones propuestas y las tachas de algunos testigos; así mismo, la responsabilidad de la demandada, a quien le impuso el pago de perjuicios morales a favor de la sucesión de Sara Lotero Ceballos y de los demandantes individualmente considerados, así como del daño a la vida de relación (no dijo de quién, en la resolutiva), negó las demás pretensiones y condenó a la demandada al pago de las costas 

Para ello, señaló que el conjunto probatorio muestra la responsabilidad de Saludcoop EPS en la muerte de la menor Sara Lotero Ceballos, en razón a la indebida e inoportuna atención que le prestó frente a su delicado estado de salud; con ello, dio por sentada la ocurrencia del hecho y la culpa; y también el nexo causal, en la medida en que el deceso fue producto de la conducta omisiva en que incurrieron los encargados de prestar el servicio de salud, por no manejar su situación en forma oportuna. A raíz de lo cual, agregó, se causaron los perjuicios reclamados.  

1.5. 
Las apelaciones. 
  



Apelaron los demandantes, según se extracta de su extenso escrito, por cuanto (i) el monto de las indemnizaciones por el daño moral y a la vida de relación, es muy inferior a los que fueron padecidos; (ii) a pesar de la existencia del daño a la vida de relación de la niña fallecida, se negó ese reconocimiento; (iii) las reparaciones simbólicas deprecadas se tornan necesarias en este caso, para que se conviertan en un criterio de disuasión hacia el futuro; y (iv) como consecuencia del aumento de las condenas, también las agencias en derecho deben correr esa suerte. Enseguida explicó cada una de sus réplicas. 

   


 
Y la entidad promotora de salud, porque: (i) el despacho interpretó erróneamente la Ley 100 de 1993, especialmente sus artículos 156 literal e, 177 y 185, por cuanto estas entidades no suministran directa ni materialmente, el servicio de salud, ya que esa función incumbe a las instituciones prestadoras. La EPS se encarga exclusivamente de trámites administrativos para garantizar la prestación de los servicios por medio delas IPS, y de la autorización de los que dispongan los profesionales de la salud; además, le corresponde la afiliación al sistema y el recaudo de las cotizaciones. En consecuencia, dice, se confundieron las funciones de unas y otras entidades dentro del sistema; (ii) el Juzgado valoró indebidamente la historia clínica con lo que hubiera dado por acreditado que quien prestó el servicio fue la Corporación IPS Saludcoop, lo que indica que ha debido tener por probada la causal eximente de responsabilidad del hecho de un tercero, con lo cual se rompió el nexo causal; (iii) también apreció inadecuadamente el dictamen rendido por el Dr. Eduardo Ramírez Vallejo, a partir del cual se establece que la atención brindada a la niña fue idónea y adecuada a la lex artis; (iv) criticó la imposición de los perjuicios para la sucesión de Sara Lotero Ceballos, por cuanto esta falleció y en ese momento desapareció toda probabilidad de esa condena. 
2. CONSIDERACIONES

Convergen los presupuestos procesales y no se advierte la incursión en causales de nulidad, con lo que la decisión por adoptar será de fondo. 
2.1. Para tal fin, es menester analizar, primeramente, la legitimación en la causa, con tanta mayor razón en este caso, en el que, como se anticipó, buena parte de la crítica que lanza la demandada recurrente contra el fallo, radica en que fue una entidad diferente a ella, la que prestó los servicios de salud por los que se demanda, con lo que queda relevada de toda responsabilidad, pues dentro de la estructura del sistema, no le incumbe asumir esas cargas. 
Es indiscutible que los demandantes tienen legitimación para impetrar la acción contractual y la extracontractual, aunque en la demanda nada se diga sobre el particular, lo que parece aceptable, en la medida en que la demanda se impetró ante un juez laboral, a la sazón competente, donde era infrecuente esa discriminación. Es sabido que, en la responsabilidad médica, a partir de la muerte de un paciente, surgen esas dos alternativas. Nace una acción iure hereditatis, esto es, la que tiene el heredero para solicitar la indemnización de los perjuicios que a su causante le fueron irrigados por causa de un acto lesivo; y otra iure propio, que faculta, ya no solo al heredero, sino a todo aquél que con la muerte del causante hubiere recibido un agravio personal, para reclamarlo. 

Así ocurre en este caso, en el que, frente a la muerte de Sara Lotero Ceballos, su madre, Jhésica Victoria Ceballos Loaiza (f. 19, c. 1), su abuela, María Ángela Ceballos Loaiza (f. 17, 18, c. 1), su tío, Santiago Sánchez Ceballos (f. 20, c. 1), sus bisabuelos, Asceneth Loaiza de Ceballos y Ángel María Ceballos (f. 17, c. 1), reclaman el resarcimiento del daño moral y a la vida de relación infligido a la niña, a favor de la sucesión, lo que es propio de la responsabilidad contractual); a la vez que piden sus propios perjuicios (daño moral, a la vida de relación y punitivo), que surgen de la extracontractual.  
Por pasiva, fue demandada exclusivamente la Entidad Promotora de Salud Organismo Cooperativo -Saludcoop- (f. 237 a 239, c. 1), que durante la actuación, y ahora en su alzada, insiste en que el nexo causal en este asunto es inexistente, en la medida los servicios de salud que demandó la niña Sara Lotero, fueron dispensados por la IPS Saludcoop, en tanto que las funciones de la EPS, son de orden organizativo y administrativo. Así que, bien mirada esa alegación, lo que hay detrás de ella, es una falta de legitimación en la causa por pasiva, porque entiende que no es la llamada a resarcir los perjuicios que se pudieran haber ocasionado. 

Pero, definido tiene esta Sala de tiempo atrás
, y en ello se ha sostenido
, que
: 
“…con la expedición de la Ley 100 de 1993, se introdujo un sistema integral que comprendió las pensiones, los riesgos profesionales y la salud. Dentro del sistema de seguridad social en salud, fueron establecidas, entre otras, las Entidades Promotoras de Salud (EPS) y las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS). A las primeras se les responsabilizó de “la afiliación, y el registro de los afiliados y del recaudo de sus cotizaciones, por delegación del Fondo de Solidaridad y Garantía.” Adicionalmente, se señaló que su “función básica será organizar y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del Plan de Salud Obligatorio a los afiliados…” (art. 177, Ley 100 de 1993). Específicamente, se les fijó entre muchas, la función de “Establecer procedimientos para controlar la atención integral, eficiente, oportuna y de calidad en los servicios prestados por las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”
Y a las segundas, se les cargó con la prestación de los servicios de salud en su nivel de atención correspondiente a los afiliados y beneficiarios, dentro de los parámetros y principios señalados en la misma Ley; reiterados en el artículo 178, esto es, la calidad y la eficiencia; propendiendo por la libre concurrencia en sus acciones, proveyendo información oportuna, suficiente y veraz a los usuarios, y evitando el abuso de la posición dominante en el sistema. 

Así que en conjunto, están llamadas a prodigar al usuario los servicios respectivos con arreglo a tales principios, pues si no ocurriere así, toda trasgresión de sus deberes que cause un perjuicio al afiliado (aportante o beneficiario), las hará responsables, contractual o extracontractualmente, según que quien reclame sea directo contratante, o las personas a quienes por la ineficiente prestación del servicio se les cause un agravio, aun cuando no medie con ellas un vínculo jurídico.
Ello, con apoyo en lo que, también insistentemente, ha señalado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. En una decisión de meridiana claridad sobre el asunto
, que ha sido ratificada posteriormente
-
, dijo la alta Corporación:

En punto a la legitimación en la causa por pasiva, la demanda se dirige contra la Entidad Promotora de Salud Sanitas S.A. y la Asociación Médica de Especialistas Pragma S.A.-Clínica Pragma S.A. por la muerte de Aream Alexánder Verano Garzón a consecuencia de la intervención quirúrgica practicada el 23 de diciembre de 1997, la infección posterior a la cirugía, falta de seguimiento, control o atención oportuna, y por consiguiente, la inobservancia de su deber legal de garantizar la adecuada prestación de los servicios de salud previstos en el POS para obtener el mejor estado de salud de sus afiliados, lo cual pone de presente el interés para deducir en su contra la pretensión.  

Pertinente advertir, en las voces del artículo 177 de la Ley 100 de 1993 (D.O. 41148, 23 de diciembre de 1993), por la cual se crea el sistema de seguridad social integral conformado con los regímenes de pensiones, salud, riesgos profesionales y servicios sociales complementarios definidos por la ley para la efectiva realización de los principios de solidaridad, universalidad y eficiencia enunciados en el artículo 48 de la Constitución Política, la función básica de las Entidades Promotoras de Salud de “organizar y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del Plan de Salud Obligatorio a los afiliados”, y la de “establecer procedimientos para controlar la atención integral, eficiente, oportuna y de calidad en los servicios prestados por las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud” (artículo 177, num. 6º, ibídem, subraya la Sala), que les impone el deber legal de garantizar la calidad y eficiencia de los servicios de salud, por cuya inobservancia comprometen su responsabilidad, sea que lo presten directamente o mediante contratos con las Instituciones Prestadoras de Salud (IPS) y profesionales respectivos (artículo 179, ejusdem).  

Es principio del sistema organizado, administrado y garantizado por las Entidades Promotoras de Salud (EPS), la calidad en la prestación de los servicios de salud, atención de las condiciones del paciente según las evidencias científicas, y la provisión “de forma integral, segura y oportuna, mediante una atención humanizada” (artículo 153, 3.8, Ley 100 de 1993).  

En idéntico sentido, las Entidades Promotoras de Salud (EPS), son responsables de administrar el riesgo de salud de sus afiliados, organizar y garantizar la prestación de los servicios integrantes del POS, orientado a obtener el mejor estado de salud de los afiliados, para lo cual, entre otras obligaciones, han de establecer procedimientos garantizadores de la calidad, atención integral, eficiente y oportuna a los usuarios en las instituciones prestadoras de salud (art. 2º, Decreto 1485 de 1994).   

Igualmente, la prestación de los servicios de salud garantizados por las Entidades Promotoras de Salud (EPS), no excluye la responsabilidad legal que les corresponde cuando los prestan a través de las Instituciones Prestadoras de Salud (IPS) o de profesionales mediante contratos reguladores sólo de su relación jurídica con aquéllas y éstos. Por lo tanto, a no dudarlo, la prestación del servicio de salud deficiente, irregular, inoportuna, lesiva de la calidad exigible y de la lex artis, compromete la responsabilidad civil de las Entidades Prestadoras de Salud y prestándolos mediante contratación con Instituciones Prestadoras de Salud u otros profesionales, son todas solidariamente responsables por los daños causados, especialmente, en caso de muerte o lesiones a la salud de las personas.  

La responsabilidad de las Entidades Prestadoras de Salud (EPS), es contractual o extracontractual.  Con relación al afiliado o usuario, la afiliación, para estos efectos, materializa un contrato, y por tanto, en línea de principio, la responsabilidad es contractual, naturaleza expresamente prevista en los artículos 183 de la Ley 100 de 1983 que prohíbe a las EPS “en forma unilateral, terminar la relación contractual con sus afiliados”, y los artículos 16 y 17 del Decreto 1485 de 1994, relativos a los “contratos de afiliación para la prestación  del Plan Obligatorio de Salud que suscriban las Entidades Promotoras de Salud con sus afiliados” y los planes complementarios. Contrario sensu, la responsabilidad en que pueden incurrir las Entidades Promotoras de Salud (EPS) respecto de terceros perjudicados por los daños al afiliado o usuario con ocasión de la prestación de los servicios médicos del plan obligatorio de salud, es extracontractual.  

Ahora, cuando se ocasiona el daño por varias personas o, en cuya causación intervienen varios agentes o autores, todos son solidariamente responsables frente a la víctima (art. 2344, Código Civil; cas. civ. sentencias de 30 de enero de 2001, exp. 5507, septiembre 11 de 2002, exp. 6430; 18 de mayo de 2005, SC-084-2005], exp. 14415).
Ostensible, es la legitimación en la causa por pasiva de la Entidad Promotora de Salud Sanitas S.A. y la Asociación Médica de Especialistas Pragma S.A.-Clínica Pragma S.A., de quienes, según quedó sentado, se pretende la responsabilidad civil solidaria por los daños reclamados a título personal por el hijo, padres y hermanas a causa del fallecimiento de Aream Alexánder Verano con ocasión de la prestación de los servicios médicos.

De manera que, producida la afiliación de un usuario a una EPS, a esta le incumbe actuar con esmero y cuidado en la atención que le dispense, sea que lo haga directamente, o bien, por medio de las instituciones prestadoras del servicio de salud, en cuyo caso, en una y otra, de manera solidaria, si de una mala práctica médica se trata, recae la responsabilidad. Con independencia de que sea la última la que preste efectivamente el servicio. Y solidaria, se dice, porque, según se viene señalando, en asuntos de responsabilidad civil es claro el artículo 2344 del Código Civil al sentar que “Si un delito o culpa ha sido cometido por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o culpa, salvas las excepciones de los artículos 2350 y 2355”, salvedades que aquí no encajan. 

   



Corolario de lo dicho es que, por virtud de la aludida solidaridad, nada se oponía a la convocatoria por pasiva de la EPS demandada, si bien la afiliación de Sara Lotero Ceballos se desprende con claridad de los documentos que conforman la historia clínica, aspecto que, de otro lado, está por fuera de debate. 
  



Lo dicho sirve para despachar desfavorablemente la réplica que hace la demandada en torno al rompimiento del nexo causal por el hecho de un tercero. 
2.3. 
Esclarecido lo anterior, se ocupa la Sala de los otros reparos que formularon las partes a la sentencia.
Se recuerda que la parte demandante protestó por (i) el monto de las indemnizaciones derivadas del daño moral y a la vida de relación, que se tasó por debajo de lo que la niña y los familiares padecieron; (ii) a pesar de la existencia del daño a la vida de relación de la niña fallecida, se negó ese reconocimiento; (iii) las reparaciones simbólicas deprecadas se tornan necesarias en este caso, para que se conviertan en un criterio de disuasión hacia el futuro; y (iv) como consecuencia del aumento de las condenas, también las agencias en derecho deben correr esa suerte. Enseguida explicó cada una de sus réplicas. 

   


 
La demandada, además de lo que ya fue dilucidado, porque (i) la funcionaria apreció erróneamente el dictamen rendido por el Dr. Eduardo Ramírez Vallejo, a partir del cual se establece que la atención brindada a la niña fue idónea y adecuada a la lex artis; y (ii) por cuanto, fallecida la niña, cesó la posibilidad de imponer perjuicios para la sucesión, si bien el daño, para ser reparable, impone que sea cierto, directo y actual, y en este caso, las dos últimas características desaparecieron, porque, a pesar de que Sara “sufrió daño moral por su patología durante sus múltiples consultas”, ante su deceso el daño dejó de ser actual; además, como fue ella quien lo padeció, se tornó indirecto. 

  



Para seguir un orden lógico, se abordarán primero las críticas de la demandada, pues, de su resultado, depende la suerte de las que proponen los demandantes. 

  



2.3.1. Se queja la recurrente porque el fallo de primer grado le dio un alcance errado al dictamen rendido por el perito Eduardo Ramírez Vallejo, en el que quedó consignado que la atención que se le prestó a la paciente fue idónea y adecuada. 
  



La Sala, sin embargo, se identifica con la valoración que de las experticias que obran en el plenario, hizo la funcionaria. En el caso del médico Eduardo Ramírez Villegas (f. 353 a 355), es cierto que dijo al final, que el tratamiento que se inició con antibiótico parental fue adecuado, mientras se conocía el germen causal, y que la atención se brindó oportunamente. Pero, a decir verdad, esas afirmaciones distan de lo que ya antes había señalado, al responder el resto del cuestionario, por ejemplo, que era fácil de evidenciar la patología cardiaca congénita; que un menor que no tolere vía oral debe ser hospitalizado para manejo intravenoso; que si la patología respiratoria supera los diez días, la valoración y el manejo deben darse en un nivel III de atención por pediatra; que para establecer si la menor fue atendida de manera integral y continua, los datos de la historia clínica son insuficientes, dado que no existen registros de paraclínicos; por eso, apenas pudo inferir que la calidad en la atención fue aceptable. 
   



Y más allá de esto, es claro que, a la postre, dejó su trabajo a medio camino, con razón además, por las circunstancias especiales que rodean el asunto. Si se recuerda, a folio 21 del cuaderno 2, reposa un escrito enviado por el médico, en el que señaló que estaba impedido para ampliar su dictamen, por cuanto su especialidad es la cardiología en adultos y no la pediátrica. 
   



Es decir, que del trabajo inicial, a pesar de que a la respuesta al interrogante 15, respondió que la atención fue oportuna, es otra la conclusión que se extracta, porque ya había precisado que la patología de la niña, que era posible detectar, implicaba atención intrahospitalaria y en tercer nivel.

  



Ahora bien, ese dictamen fue confrontado con otro, rendido por una especialista en neumología pediátrica, la Dra. Bertha Inés Agudelo, quien coincidió con el primero en que era “poco posible no evidenciar” una patología cardiaca congénita, por las múltiples consultas que tuvo la paciente; el manejo para el menor que no tolere vía oral debe ser intravenoso, intrahospitalario, en nivel III, pero “idealmente donde exista la posibilidad de UCI, ó (sic) nivel IV”. Y a la pregunta de la atención integral y continua, señaló que hubo un “bache” en la atención en horas de la mañana desde cuando se decidió remitirla al tercer nivel de atención y la llegada al mismo, pues fue remitida a las 10:30 de la mañana y se desconoce qué pasó hasta las 12:18 del mediodía, cuando ingresa a la clínica y es atendida por el pediatra, que a las 13:10 escribió que estaba en “shock cardiogénico” y ordenó una droga que solo se inició a las 16:30, “y una paciente según las condiciones que tiene en la historia clínica estaba en condiciones críticas desde las horas de la mañana y necesitaba acceso venoso desde la mañana y estar en monitoreo continuo. Por las condiciones de la paciente amerita cuidado intensivo en forma temprana y rápida”. Por ello, dijo, “la calidad, pertinencia y eficacia, no se dio posiblemente por no estar en una UCI en forma temprana” y concluye que la atención fue inoportuna, ya que “En casos como este los minutos cuentan” (f. 367 a 369, c. 1). Al complementar su información, reiteró que estuvo mal el tiempo de ejecución del tratamiento y reiteró las falencias (f. 38, c. 2).
   



Esta experticia, además de ajustarse a las exigencias del numeral 6 del artículo 237 del CPC, porque es clara, precisa y detalla la situación de la paciente en su momento crítico, concuerda incluso, en lo que es trascendental, para el proceso, con la del pediatra Ramírez Vallejo, según se observa, de ahí que puedan valorarse conjuntamente, como lo permite el artículo 241 del mismo estatuto.  
  



Mayor evidencia que esta, sumada al resto del catálogo probatorio, como lo hizo la funcionaria de primera instancia, no podía darse para concluir la responsabilidad que se le atribuyó a la demanda, pues el dictamen ofrecido por Eduardo Ramírez Vallejo, en nada varía la situación. 

   



Por tanto, esta réplica se viene a menos. 

   



2.3.2. 
Igualmente protestó, por el reconocimiento, para la sucesión de la niña, de los perjuicios morales que a ella, de manera directa, se le causaron. Sea lo primero señalar, que al sustentar el recurso, el mismo apoderado judicial de la demandada acepta que Sara sufrió un daño moral por su patología, durante sus múltiples consultas. Si ello es así, como lo es, por su propio peso caen las observaciones que se le hacen al fallo, que parten del equivocado supuesto de que, ante la muerte de la víctima que los ha padecido, el daño deja de ser actual y directo. 

  



Ya se mencionó que, frente a la muerte de una víctima, nace la posibilidad de dos acciones: una que se hereda (iure hereditatis) y otra que surge de manera directa para quien reclama sus propios perjuicios (iure propio). Y en un mismo proceso, pueden ser reclamadas las indemnizaciones que provengan de ambas, porque su causa es diferente. 
  



En el caso, reconocido como está por la misma demandada, que la niña sufrió el daño moral que se reclama, y en vista de que no murió instantáneamente, el derecho a reclamarlo se transmitió a sus herederos, por ello, estuvo bien que se demandara y se reconociera para la sucesión. La tesis de la recurrente tendría cabida si la muerte hubiese sido inmediata, instantánea, pero carece de sustento en un evento como este, en el que el padecimiento de la víctima se prolonga por algún tiempo, antes de su deceso.



Es que: 

En lo concerniente a la reclamación ex iure hereditatis del daño moral y, más ampliamente de los daños no patrimoniales causados a la víctima, la jurisprudencia civil la excluye en caso de “muerte instantánea”, admitiéndola sólo cuando el damnificado sobrevive al hecho dañoso, así muera con posterioridad, pues, “cuando el sujeto fallece en el acto mismo de la agresión, no alcanza a configurarse en su favor crédito por los daños a su persona, a los atributos de la misma, a sus manifestaciones sociales o en sus sentimientos, como quiera que la inmediación del resultado nocivo máximo no da pie a derecho, que se transmitiera iure hereditario a sus herederos, quienes, como tales, únicamente podrán reclamar por el desmedro del patrimonio que recogen, cifrado en los gastos de traslado del cadáver y su inhumación (sentencia abril 23 de 1941, LI, 458/72), y en las ganancias que dejaron de incrementarse por la defunción del de cujus (…) Por lo cual, el crédito a la reparación o compensación del daño a la actividad social no patrimonial y el daño moral propiamente dicho, aceptando su transmisibilidad por no estar excluida ni tratarse de derechos ligados indisolublemente a la persona de su titular originario, no se trasladan a los herederos sino en cuanto el causante alcanzó a adquirirlos, es decir, cuando superviviendo alcanzó a padecer esas afectaciones. Que si la muerte fue instantánea o inmediata, el crédito no surgirá para el occiso, y no podría pronunciar condena a favor de la sucesión del mismo, y los herederos podrían entonces reclamar resarcimiento, pero sólo por derecho propio, en la medida que mostraran quebranto de su individualidad y con él se hiciera presente su padecimiento afectivo o sentimental, habida consideración de los estrechos vínculos que los ataban al muerto (casación octubre 20 de 1942, LIV, bis, 189/94), justificativos de dicha aflicción y consiguiente derecho” (cas. civ. sentencia de 4 de abril de 1968, CXXIV, 2297 a 2299. p. 64; sentencia de 31 de julio de 2008, exp. 23001-3103-004-2001-00096-01)

  



2.3.3. 
El primer disenso de los demandantes con el fallo radica en que las sumas fijadas por concepto de daño moral y a la vida de relación con que se favoreció a la sucesión y a los de los familiares que demandan para sí, no se ajustan a su padecimiento. 

  



Brevemente se recuerda, ya que no es materia de discusión que se hubieran causado tales perjuicios, que el daño moral se refleja en la esfera interior de la persona, por el dolor, la aflicción, la congoja que padece, producto de una lesión que se le ha infligido; en tanto que, el daño a la vida de relación, obedece a las consecuencias de orden externo que de allí emergen, por la frustración que se le causa en lo social, en lo familiar, en lo cotidiano. Es, diríase, soportar un cambio en las condiciones normales de vida, contra la voluntad de la persona que ha padecido el daño. Son especies del llamado daño extrapatrimonial, sobre el que recientemente recordó la Corte
 que: 

En tratándose de esta clase de daño, propio es notar que él puede materializarse, de un lado, en el ámbito puramente interior de la víctima, ocasionándole dolor, frustración, impotencia o hiriendo su autoestima, entre muchas hipótesis más; y, de otro, en el campo de su vida exterior, restringiendo su interactuación con las demás personas, con las cosas del mundo y/o, en general, con el entorno.

8.2.2.
Sobre los perjuicios en precedencia señalados, la Corte tiene dicho que aquellos “se identifica[n] con la noción de daño moral, que incide o se proyecta en la esfera afectiva o interior de la persona, al generar sensaciones de aflicción, congoja, desilusión, tristeza, pesar, etc.”; que los otros vienen a ser “el denominado daño a la vida de relación, que se traduce en afectaciones que inciden en forma negativa sobre [la] vida exterior, concretamente, alrededor de [la] ‘… actividad social no patrimonial …’ (…)”; y que si bien es verdad que esas “categorías, (…) recaen sobre intereses, bienes o derechos que por su naturaleza extrapatrimonial o inmaterial resultan inasibles e inconmensurables, en todo caso, ello no impide que, como medida de satisfacción, el ordenamiento jurídico permita el reconocimiento de una determinada cantidad de dinero, a través del llamado arbitrium judicis, encaminada, desde luego, más que a obtener una reparación económica exacta, a mitigar, paliar o atenuar, en la medida de lo posible, las secuelas y padecimientos que afectan a la víctima” (CSJ, SC del 13 de mayo de 2008, Rad. n.° 1997-09327-01).

  



8.2.3.
En ese mismo fallo, se añadió:

(…) Pues bien, las circunstancias que se derivan del orden constitucional vigente, y la preocupación que, desde siempre, ha mostrado la Corte por adecuar su actuación a los cambios jurídicos, sociales o económicos, y garantizar en forma cabal y efectiva la observancia de los derechos fundamentales de las personas, ameritan que la Sala deba retomar la senda de lo que otrora se determinó, para ocuparse nuevamente del estudio del daño a la persona y, en particular, de una de las consecuencias que de él pueden derivarse, cual es el daño a la vida de relación.
Se trata de una institución estructurada y desarrollada por la jurisprudencia y la doctrina foráneas, en especial la italiana, en torno de la cual, de tiempo atrás, se expresaba: ‘Todavía más fuerte y viva se muestra dicha exigencia en el intento realizado por la doctrina reciente, de configurar un caso típico de daño personal, el inferido a la integridad física, traspasando el límite hasta ahora respetado, de las consecuencias de carácter típicamente patrimonial. La cuestión es que tales lesiones, aún en el caso más interesante que es cuando no se presentan esas consecuencias patrimoniales (como en el ejemplo del sujeto que no tiene ingresos), constituyen siempre un daño y más precisamente, implican un perjuicio a la vida asociada, o como se suele decir, a la vida de relación. En efecto, el lesionado viene a perder en todo o en parte, por un período más o menos largo, o inclusive por toda la vida, la posibilidad de dedicarse a esa vida de relación (vida social, deportiva, etc), con todo el cúmulo de satisfacciones y placeres que ella comporta, y sufre así un daño que también merece ser tenido en cuenta’ (Scognamiglio Renato, El daño moral - Contribución a la teoría del daño extracontractual, Bogotá, 1962, pág. 22). 

En la actualidad, algunos autores también lo definen como ‘… el daño que sufre un sujeto a consecuencia de una lesión a su integridad psicofísica o a la salud, consistente en la disminución de las posibilidades de desarrollar normalmente su personalidad en el ambiente social …’ (Bianca C. Massimo, Diritto Civile, V, La Responsabilità, Giuffrè, Milano, 1994, pag. 184).

Como se observa, a diferencia del daño moral, que corresponde a la órbita subjetiva, íntima o interna del individuo, el daño a la vida de relación constituye una afectación a la esfera exterior de la persona, que puede verse alterada, en mayor o menor grado, a causa de una lesión infligida a los bienes de la personalidad o a otro tipo de intereses jurídicos, en desmedro de lo que la Corte en su momento denominó ‘actividad social no patrimonial’. 

Dicho con otras palabras, esta especie de perjuicio puede evidenciarse en la disminución o deterioro de la calidad de vida de la víctima, en la pérdida o dificultad de establecer contacto o relacionarse con las personas y cosas, en orden a disfrutar de una existencia corriente, como también en la privación que padece el afectado para desplegar las más elementales conductas que en forma cotidiana o habitual marcan su realidad. Podría decirse que quien sufre un daño a la vida de relación se ve forzado a llevar una existencia en condiciones más complicadas o exigentes que los demás, como quiera que debe enfrentar circunstancias y barreras anormales, a causa de las cuales hasta lo más simple se puede tornar difícil. Por lo mismo, recalca la Corte, la calidad de vida se ve reducida, al paso que las posibilidades, opciones, proyectos y aspiraciones desaparecen definitivamente o su nivel de dificultad aumenta considerablemente. Es así como de un momento a otro la víctima encontrará injustificadamente en su camino obstáculos, preocupaciones y vicisitudes que antes no tenía, lo que cierra o entorpece su acceso a la cultura, al placer, a la comunicación, al entretenimiento, a la ciencia, al desarrollo y, en fin, a todo lo que supone una existencia normal, con las correlativas insatisfacciones, frustraciones y profundo malestar (ibídem). 
   



El arbitrio judicial que se menciona, parte, claro está, de que el daño esté probado. La cuestión es que en estas materias, el perjuicio moral admite unas reglas de convicción un tanto más laxas que en el daño a la vida de relación, en la medida en que, para aquel, se aceptan en general presunciones, de hombre, incluso, que dejan ver que los familiares más cercanos, sin perjuicio de que existan otras personas que de rebote sufran las consecuencias del daño irrogado a la víctima, quedan marcados por la tristeza de perder a su ser querido, o de verlo postrado y sufriendo por las consecuencias de la lesión
. 
   



Para el daño a la vida de relación, en cambio, la prueba tiene que orientarse de manera diferente
, porque no basta esa cercanía, sino que es menester demostrar con suficiencia de qué manera se alteraron las condiciones de vida de quien pretende su reconocimiento, o las de la víctima, si es que se reclama iure hereditatis.

   



En el proceso está acreditado el parentesco de los demandantes con la víctima, según se vio al definir la legitimación en la causa por activa. Con lo que, con apoyo en la aludida presunción, bien puede inferirse que padecieron al ver las circunstancias que rodearon la atención hospitalaria de Sara, y siguen sufriendo su pérdida, como al unísono lo mencionaron los testigos Víctor Hugo Ceballos Loaiza (f. 249, c. 1), Mary Luz Giraldo Salgado (f. 253, c. 1) y Martín Amstrong Ceballos Dávila (f. 257, c.1), en lo que a la madre, la abuela y los bisabuelos  se refiere, ya que ninguno se refirió a la situación de Santiago Sánchez Ceballos    

   



Ahora bien, el Juzgado condenó a la demandada a pagar por el primer rubro, para la sucesión, la suma de 20 millones de pesos, para la madre 30 millones, y para los demás familiares (abuela, tío, bisabuelos) 15 millones. 

  



En esa tasación, siguiendo los parámetros que viene fijando la jurisprudencia patria, de reciente data, se quedó corto en lo que tiene que ver con la madre, la abuela y los bisabuelos, porque en la sentencia SA13925-2016, ya citada, la Corte Suprema ajustó el parámetro para la tasación del daño moral, por vía general, a la suma de $60’000.000,oo, para quienes sufren el mayor rigor del mismo, una vez recordó que “El anterior monto se estima razonable, puesto que esta Sala, en circunstancias fácticas similares, ha condenado en el pasado al pago de $53.000.000 (SC del 17 de noviembre de 2011, Exp. 1999-533), y $55.000.000 (SC del 9 de julio de 2012, Exp. 2002-101-01)”, monto vigente para cuando se promovió la demanda. 
   



Y ¿quién más que la madre para sentir el dolor de perder a su hijo? Cualquier paliativo que reciba, desde el punto de vista económico, resulta insuficiente para compensar la ausencia de quien nació de sus entrañas. Por ello, ha debido el juzgado ajustarse al máximo que refiere la alta Corporación, a título de reparación. En consecuencia, en su caso, su aumentará la condena a ese valor actual de $60’000.000,oo. 
   



Y también debe ajustarse, aunque no en la misma proporción, el que se les reconoció a la abuela y a los bisabuelos, dado que vivían con la niña, la estaban viendo crecer y le prodigaban sus cuidados, como bien relataron los deponentes. Para ellos, entonces, se aumentará la condena a la suma de 30 millones de pesos para cada uno. 

   



En cambio, ninguna modificación sufrirá el reconocimiento que se le hizo a Santiago Sánchez Ceballos, porque más allá de su parentesco en tercer grado, ninguna prueba demuestra un nivel de dolor tan intenso como el que, relatan los testigos, han sufrido los demás demandantes. Es más, en ese grado ni siquiera debió operar la presunción, y en estricto sentido, ningún reconocimiento cabía a su favor; sin embargo, ese aspecto no fue rebatido por la demandada. 
  



Tampoco variará la suma concedida a la sucesión, pues la situación crítica de la niña fue de cortos días y su edad dificulta establecer la intensidad de su aflicción, o su dolor, por los procedimientos a los que se vio sometida. Reitérase, que se trata de un atenuante, por vía económica, de un factor de difícil cuantificación, por lo que los 20 millones reconocidos, suplen, en este caso, ese daño. 

   



En lo que hace al daño a la vida de relación, a la madre se le reconoció la suma de 30 millones y el recurso procura que se aumente esa condena. Pero, a decir verdad, las manifestaciones que contiene la demanda sobre su causación, se quedaron en meros enunciados, sin respaldo probatorio, distinto a lo que se dijo por los testigos sobre el intenso padecimiento que ha sufrido por la muerte de su hija, que involucra el daño moral ya analizado. Pero ninguna evidencia se tiene sobre aquellos aspectos que pudieran haber incidido en un cambio de sus condiciones de vida, o que le hayan impedido continuar con sus roles habituales, o con su existencia en un contexto normal, bien en lo familiar, en lo social, o en lo cultural. Y se recuerda que un daño solo debe repararse una vez, como en este caso, en el que la evidente aflicción que causó la pérdida de la niña, halló su paliativo en el moral. 

  



De manera que por este factor, se confirmará el fallo. 
   



2.3.4.  
El daño a la vida de relación que se reclamó para la niña, y como consecuencia de ello, para la sucesión, fue negado por el despacho con el argumento de que su fallecimiento impide reconocer que sus condiciones de existencia sufrieron alguna variación de consideración. 

  



En el recurso se sostiene que ha debido imponerse esta indemnización; sin embargo, la Sala se identifica con la posición asumida por la funcionaria de primer grado, en la medida en que, frente a la noción ya analizada, es claro que en el caso de Sara Lotero, dada su corta edad y el poco tiempo transcurrido entre la visita al médico y su deceso, es inviable concluir que su patrón de vida (a escasos meses de nacida) pudo haber variado, al punto de que sus relaciones sociales, familiares, culturales, se vieran menguados. 
   



Por tanto, la negativa del juzgado para reconocer ese perjuicio, se mantendrá. 

   



2.3.5. 
Queda por elucidar la reparación simbólica que reclama el recurrente, en virtud de la cual pide que a título de satisfacción y garantía de no repetición, se ordene a la demandada ofrecer disculpas y reconocer públicamente los hechos, aceptar su responsabilidad y publica el fallo.

  



El Juzgado negó lo pedido, con sustento en que la publicidad y el ofrecimiento de disculpas son obligaciones al margen de la ley y en nada resarcen el daño producido, máxime cuando el mismo no fue generado con dolo; además, una imposición tal, reñiría con los principios de proporcionalidad y equidad. 

   



Tal resolución desconoce la evolución que en materia de resarcimiento del daño se ha venido experimentando a nivel nacional, de antaño, pero especialmente, desde la promulgación de la Constitución de 1991, que en su modelo propuesto de un estado social de derecho, propugna por la garantía y efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en ella (art. 2), así como por la preeminencia de los derechos inalienables de las personas (art. 5), principios que deben irrogar todo el ordenamiento jurídico, incluyendo, sin duda alguna, el régimen de la responsabilidad civil, contractual o extracontractual, estatal o privada. 

   



En lo que a los perjuicios extrapatrimoniales se refiere, que es lo que interesa en este punto, se abre paso la tesis, según la cual, para la jurisdicción ordinaria, hay una tercera especie de los mismos, al lado del daño moral y a la vida de relación, que deriva de la lesión a los bienes jurídicos de especial protección constitucional. La cuestión, en realidad, es cómo resarcir este tipo de lesión. 

     



La más reciente aproximación a ello, en el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, se halla en la sentencia SC10297-2014
, en la que, luego de un interesante recorrido por la historia del daño, de sus propias decisiones, y de normas internacionales y locales, dijo: 
De ahí que el daño no patrimonial se puede presentar de varias maneras, a saber: i) mediante la lesión a un sentimiento interior y, por ende, subjetivo (daño moral); ii) como privación objetiva de la facultad de realizar actividades cotidianas tales como practicar deportes, escuchar música, asistir a espectáculos, viajar, leer, departir con los amigos o la familia, disfrutar el paisaje, tener relaciones íntimas, etc., (daño a la vida de relación); o, iii) como vulneración a los derechos humanos fundamentales como el buen nombre, la propia imagen, la libertad, la privacidad y la dignidad, que gozan de especial protección constitucional.

    



Más adelante precisó el concepto así: 


 

Sólo en este contexto cobra significado la figura que se viene analizando, y con base en esta nueva concepción – más normativa que filosófica– es posible definir el daño a los bienes esenciales de la personalidad, subjetivos o fundamentales, como el agravio o la lesión que se causa a un derecho inherente al ser humano, que el ordenamiento jurídico debe hacer respetar por constituir una manifestación de su dignidad y de su propia esfera individual.

  



Y luego, en la idea de establecer cómo se resarce, señaló: 

La atención debe centrarse, entonces, no en la posibilidad de admitir la indemnización del daño a los bienes personalísimos protegidos por la Constitución y por los tratados internacionales que reconocen derechos fundamentales, como categoría autónoma perteneciente al género de los perjuicios extrapatrimoniales –pues su existencia hoy en día no se pone en duda–; sino en precisar en qué casos resulta viable su concesión, con el fin de evitar un pago doble o exagerado de una misma consecuencia nociva que tiene su causa adecuada en un único evento.

Cabe advertir que el problema de la acumulación de prestaciones de carácter extrapatrimonial no genera el mismo tipo de interrogantes que se presentan en tratándose de perjuicios patrimoniales, pues frente a estos últimos la cuestión gira en torno a la prohibición de pagar al damnificado una cifra que excede el resarcimiento pleno del perjuicio sufrido.

La indemnización del daño patrimonial tiene como fin remediar el detrimento económico sufrido por la víctima, por lo que una condena excesiva puede ser fuente de riqueza o ganancia injustificada. La reparación del daño no patrimonial, por el contrario, no cumple una función resarcitoria en sentido estricto, pues ningún bien material es equiparable al valor absoluto de la dignidad humana, el cual es, por lo tanto, irremplazable.

De manera que, por regla general, el desagravio del perjuicio no patrimonial carece de la virtualidad de producir un enriquecimiento injusto, pues los bienes jurídicos inherentes a la persona humana no tienen equivalencia en dinero. Luego, si la medida de satisfacción que se reconoce no lleva implícito un provecho económico sino más bien de simple consolación, satisfacción o compensación, entonces es desacertado afirmar que la misma puede dar lugar a cualquier tipo de lucro.

El dinero no es en estos casos una estimación del bien conculcado porque simplemente cumple la función de contribuir a la adquisición de satisfacciones o sensaciones placenteras que atenúen la pérdida del bien no patrimonial, aunque no siempre esos mecanismos sustitutivos resultan aptos para anular o hacer desaparecer las consecuencias adversas a las que haya dado lugar el hecho lesivo.

Por esas razones, técnicamente no es un lucro o ganancia lo que puede derivarse de una indebida acumulación de indemnizaciones no patrimoniales, porque la aludida circunstancia solo tiene la aptitud de engendrar una irrazonable o injustificada complacencia, lo cual es sustancialmente distinto.

La pauta de esta justa proporción la marca el criterio de razonabilidad del juez, pues es esa noción intelectiva la que le permitirá determinar en cada caso concreto si la medida de satisfacción que otorga en razón del daño a la persona es equitativa, suficiente, necesaria y adecuada para consolar a la víctima por la pérdida de un bien inestimable en dinero, para reivindicar su derecho fundamental y para reparar el agravio o la ofensa infligida a su dignidad.

El juzgador deberá considerar, en primer lugar, que no es el desconocimiento de cualquier interés personal el que justifica el resarcimiento integral en los términos del artículo 16 de la Ley 446 de 1998, porque el tipo de daño que se viene analizando solamente se configura cuando se violan ciertos derechos fundamentales que comprometen de modo directo la dignidad, tales como la libertad, la intimidad personal y familiar, la honra y el buen nombre.

Este daño, entonces, debe ser de grave entidad o trascendencia, lo que significa que no debe ser insustancial o fútil, pues no es una simple molestia la que constituye el objeto de la tutela civil. Naturalmente que toda persona, en tanto pertenece a un conglomerado social y se desenvuelve en él, está llamada a soportar desagrados o perturbaciones secundarias ocasionadas por sus congéneres dentro de ciertos límites, no siendo esas incomodidades las que gozan de relevancia para el derecho; pues es claro que prácticamente cualquier contingencia contractual o extracontractual apareja algún tipo de inconvenientes.

De igual manera el fallador habrá de examinar si el resarcimiento que se reclama por concepto de daño a un bien esencial de la personalidad, se halla comprendido en otro rubro susceptible de indemnización, como puede ser el perjuicio patrimonial, el moral, a la salud, o a la vida de relación; a fin de evitar en todo caso un doble resarcimiento de la misma obligación.

Así, por ejemplo, si el daño al buen nombre coincide con la afectación del patrimonio de la víctima, y en la demanda se reclaman sendas indemnizaciones, entonces no será posible conceder ambas pretensiones porque en tal caso se estaría en presencia del mismo perjuicio, imposible de ser reparado por partida doble, dado que uno converge en el otro. Lo mismo cabe predicar de aquél frente al daño moral o a la vida de relación cuando no aparezcan claramente diferenciados.

No obstante, es posible que el quebranto de los intereses superiores de carácter personalísimo coexista con otro tipo de daño cuando cada uno de ellos tiene su causa adecuada en una conducta distinta y no confluye en un único perjuicio.

Como también puede ser que el actor únicamente reclame la indemnización del daño a los bienes jurídicos esenciales al individuo porque su interés se centra en la reivindicación de su dignidad, más que en el resarcimiento de un padecimiento interior a su psiquis, de un eventual detrimento patrimonial, o de un menoscabo a su vida de relación.

En tales eventos, mal podría negarse la reparación civil de una garantía fundamental por el hecho de no haberse demostrado su repercusión en la lesión a un bien de inferior raigambre, pues de lo contrario la tutela efectiva civil no se predicaría del interés superior, sino de otros que podrían ser, incluso, incidentales al perjuicio que se causa a un derecho de carácter personalísimo.

Ello quiere decir que la vulneración a un interés jurídico constitucionalmente resguardado no deja de ser resarcible por el hecho de no tener consecuencias en la afectación de otros bienes como el patrimonio, la vida de relación, o la esfera psíquica o interior del sujeto; y, por el contrario, solo debe negarse su reparación cuando se subsume en otro tipo de perjuicio o se identifica con él, a fin de evitar un pago múltiple de la misma prestación.

Puede decirse, en síntesis, que existen ciertos parámetros que no constituyen una limitación al libre arbitrio del juzgador, pero que es aconsejable tener en cuenta a fin de evitar que se indemnicen situaciones que no lo merecen. Así, por ejemplo, hay que evaluar si el hecho lesivo vulnera o no un interés jurídico que goza de especial protección constitucional por estar referido al ámbito de los derechos personalísimos; si ese perjuicio confluye o converge en otro de dimensiones específicas como el daño patrimonial, el moral, a la salud o a la vida de relación, de tal suerte que se presenten como una misma entidad; o si, por el contrario, es posible su coexistencia con esos otros tipos de daños por distinguirse claramente de ellos o tener su fuente en circunstancias fácticas diferenciables; entre otras particularidades imposibles de prever de manera apriorística, dado que solo las peculiaridades de cada caso permiten arribar a la decisión más equitativa y ajustada a derecho.

  



Valga decir que en la providencia, la Corte en varios pasajes alude al derecho a la salud, como un tipo más de los denominados perjuicios extrapatrimoniales, sin embargo, tal categoría no tuvo un concreto desarrollo. 

  



Ahora bien, algunos, con una impresión más amplia de la cuestión, y tomando como referente la trascendental sentencia en el caso Villaveces
, señalan que este tipo de daño a los derechos humanos fundamentales constituye una categoría independiente, distinta a los patrimoniales y extrapatrimoniales, y a ella corresponde una reparación satisfactoria y/o simbólica, no dineraria, como conclusión del resarcimiento integral que hoy debe imperar en asuntos de responsabilidad civil
-
, con lo cual se apartan del postulado de la Corte, en la medida en que, en todo caso señala que de por medio debe haber una indemnización, y por ello reclama que se revise si esta se subsume en otra especie de daño. 
  



Quizás sirva a este desarrollo, además de esa sentencia de casación de la propia Corte del año 1922
, y la posterior sentencia sustitutiva de 1924, que el Consejo de Estado en varias decisiones ha optado por reconocer este tipo de reparaciones simbólicas. Para muestra, como criterio auxiliar que es, en la sentencia 28804, del 28 de agosto de 2014
, señaló: 
La no subsunción del concepto de daño a la salud en los más genéricos de “daño a la vida en relación” o “alteración grave de las condiciones de existencia” no comporta sin más la limitación del daño inmaterial a los perjuicios morales y fisiológicos. Por el contrario, en repetida jurisprudencia, que aquí se reitera y unifica, se ha reconocido la posibilidad de declarar la procedencia de medidas de reparación no pecuniarias en casos de lesión de otros bienes constitucional y convencionalmente protegidos.

Se trata de reconocer, aún de oficio, la afectación o vulneración relevante de bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados. Procederá siempre y cuando, se encuentre acreditada dentro del proceso su concreción y se precise su reparación integral. Se privilegia la compensación a través de medidas reparatorias no indemnizatorias a favor de la víctima directa y a su núcleo familiar más cercano, esto es, cónyuge o compañero(a) y los parientes hasta el 1° de consanguinidad o civil, en atención a las relaciones de solidaridad y afecto que se da lugar a inferir la relación de parentesco. Debe entenderse comprendida la relación familiar biológica, la civil derivada de la adopción y aquellas denominadas “de crianza”.
Las medidas de reparación integral operarán teniendo en cuenta la relevancia del caso y la gravedad de los hechos, todo con el propósito de reconocer la dignidad de las víctimas, reprobar las violaciones a los derechos humanos y concretar la garantía de verdad, justicia, reparación, no repetición y las demás definidas por el derecho internacional. Para el efecto el juez, de manera oficiosa o a solicitud de parte, decretará las medidas que considere necesarias o coherentes con la magnitud de los hechos probados (Artículo 8.1 y 63.1 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos). 

  



Y a título de reparación dijo: 
Por todo lo anterior, la Sala acoge jurisprudencia sobre la pertinencia de la aplicación de medidas de reparación integral en los casos en los que se echa de menos el trato que la mujer requiere por su propia condición, lo que evidencia la discriminación género y, por lo tanto, condenará a ofrecer excusas a los demandantes en una ceremonia privada que deberá efectuarse dentro de los tres (3) meses siguientes a la fecha de ejecutoria de este fallo, siempre que los mismos así lo consientan y a establecer un link en su página web con un encabezado apropiado en el que se pueda acceder al contenido magnético de esta providencia.
Adicionalmente, el Hospital San Vicente de Paúl de Lorica implementará políticas tendientes a crear conciencia sobre la necesidad de garantizar la atención médica especializada y oportuna a la mujer embarazada y a los niños recién nacidos. Además, se dispondrá el envío de la copia de esta providencia a Alta Consejería para la Equidad de la Mujer con el fin de que promueva políticas que optimicen la prestación de la atención en gineco-obstetricia y minimicen los eventos de muerte perinatal y a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura-Comisión Nacional de Género de la Rama Judicial, para la incluya en el observatorio de política de igualdad y no discriminación con enfoque diferencial y de género.
   


 
En la misma línea, en la sentencia T-576 de 2008, que se trae como criterio auxiliar, y citan los demandantes como soporte de sus argumentaciones y pretensiones reparativas o simbólicas, la Corte Constitucional, dejando al margen la posibilidad de reclamar los perjuicios propios de una responsabilidad civil, y también con estribo en antecedentes históricos, constitucionales y legales, estableció que un daño de esta estirpe, es decir, a los derechos constitucionales, es resarcible simbólicamente, esto es, que es susceptible de una protección diferente a la meramente monetaria, y a tal protección deben apuntar el Estado y, por supuesto, la judicatura, como parte integral del mismo, y garante, como la que más, de los derechos fundamentales, cuando ellos son amenazados o vulnerados, sin que para ese ejercicio tenga que acudirse necesariamente a una acción constitucional (art. 86 CN), pues el primer estadio para su preservación y resarcimiento, debe ser el proceso ordinario, en procura de mantener vivo el derecho a la verdad. 
  



En algunos de sus apartes, precisó la sentencia: 

72- La Sala en la presente sentencia dictará medidas para proteger la dimensión objetiva tanto del derecho constitucional fundamental a la salud como de los derechos constitucionales fundamentales de los niños y de las niñas. Marcará especial énfasis en el amparo del derecho a la verdad, esto es, del derecho a saber para no olvidar y así abstenerse de repetir. Precisamente con el fin de asegurar lo anterior, el derecho a la verdad ha sido invocado en el contexto de graves violaciones de derechos humanos y de serias vulneraciones del derecho internacional humanitario. Ha sido alegado por las víctimas de ejecuciones sumarias, desapariciones forzadas o de tratos y penas crueles, humillantes o degradantes, quienes exigen saber qué les ocurrió a ellas o a sus familiares. El derecho a la verdad implica, en efecto, la garantía de “conocer de manera exhaustiva y completa la verdad de los hechos ocurridos, las circunstancias específicas y quiénes participaron en las mismas, incluidas las condiciones bajo las cuales tuvieron lugar las vulneraciones y los motivos que incidieron en producirlas
.” 

73- El informe presentado por el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos en noviembre de 2006 subraya que: “el derecho a la verdad ha sido reconocido de modo expreso en varios documentos internacionales y en distintos mecanismos intergubernamentales y ha sido también mencionado en relación con la lucha en contra de la impunidad así como en el contexto de remedios y reparaciones por serias vulneraciones de derechos humanos.” El derecho a la verdad se relaciona estrechamente con la dimensión objetiva de los derechos y se proyecta simultáneamente en dos perspectivas: un eje personal y otro colectivo. Tanto las víctimas directas de graves violaciones de derechos humanos, como la sociedad, en general, deben poder acceder al conocimiento de la verdad de los hechos acaecidos. Así, se facilitan procesos de construcción del tejido social sobre la base de la memoria, de la buena fe y de la confianza y de esta manera se lucha en contra de la impunidad y se contribuye, de paso, a fortalecer la democracia y el Estado Social de Derecho
. 

74- El derecho a la verdad ha sido conectado igualmente con el deber del Estado de conducir de manera efectiva las investigaciones acerca de serias violaciones de derechos humanos y ha sido relacionado con la obligación de ofrecer un remedio judicial efectivo así como ha sido vinculado también con el derecho a la vida en familia y el derecho a la salud. El reporte presentado por al Consejo Económico y Social de Naciones Unidas por el Grupo de Trabajo sobre desaparecimientos forzados, recordó que varios de los derechos en cabeza de los miembros de familia de las personas desaparecidas también se infringían. En particular, el derecho a tener una vida en familia aparece como el derecho más estrechamente vinculado con el derecho a la verdad así como otros derechos económicos, sociales y culturales
. 

75- A partir de lo hasta aquí señalado se deriva que el derecho a la verdad respecto de graves y serias violaciones de derechos humanos y del derecho internacional humanitario constituye un derecho autónomo, inalienable e imprescriptible, reconocido tanto en el campo nacional y regional, como en el internacional. Está conectado con el deber de conducir investigaciones efectivas cuando se han presentado serias violaciones de derechos humanos y con la obligación de ofrecer remedios eficaces y una justa reparación. De esta manera, se vincula asimismo con la garantía de realización del Estado Social de Derecho y, en consecuencia, se liga con los principios de transparencia, rendición de cuentas y buen gobierno en una sociedad democrática. 

Se relaciona, por lo demás, con la efectiva puesta en vigencia de otros derechos tales como el derecho a tener una vida en familia, el derecho a que se efectúe una investigación, el derecho a ser oído por un tribunal imparcial e independiente, el derecho a estar libre de tortura y de tratamientos crueles y degradantes, el derecho a buscar y a proporcionar información. En últimas, el derecho a la verdad se ata de manera profunda con el derecho a la dignidad humana de toda persona y tiene también un matiz social indeclinable. Su efectiva garantía contribuye a construir el tejido social sobre la base de la buena fe y de la confianza legítima, ingredientes sin los cuales toda sociedad está condenada a sucumbir en el círculo vicioso de la mentira, de la desconfianza, de la venganza y de la violencia. 

76- En el asunto bajo examen de la Sala es necesario garantizar el derecho a la verdad e impedir que en el futuro niños y niñas como Daniel Felipe tengan que morir cuando existen medios para prevenir que ello suceda. Cierto es que ninguna medida de protección podrá volver a la vida al niño Daniel Felipe Rivera. Ahora bien, ni la madre, ni la sociedad colombiana, han de verse forzadas a convivir con “el silencio, la indiferencia y el olvido
.”Si no queremos que esta lamentable situación se repita, resulta imprescindible conocer lo que ha acontecido y de esta manera poder acordar las medidas orientadas a impedir que una circunstancia denigrante de la dignidad humana que repercute de manera clara en el orden social, considerado en su conjunto, vuelva a suceder. 

  



Se acepta, entonces, que la reparación del daño, no siempre ha de ser económica para cumplir el cometido que la ley quiere frente a la víctima. Si con el hecho lesivo se trasgrede, además, un derecho de orden constitucional, a la restauración del mismo pueden corresponderle medidas figurativas o simbólicas, que recuperen el equilibrio quebrantado y signifiquen un llamado a la no repetición de conductas que atenten contra esos privilegios superiores. 
   



En el caso de ahora, se sabe que, por la demora injustificada en la atención de Sara Lotero Ceballos, se produjo su posterior deceso; es decir, se quebrantó su invaluable derecho a la vida. Sin embargo, hay una circunstancia que, para la Sala, debe tenerse en cuenta en punto a la imposición de una carga de este tipo, y es que, desde el comienzo está señalado que a la demandada se le ha citado como obligada solidaria, por el compromiso legal que tiene de velar por la adecuada atención de sus pacientes, producto del cual, la deficiencia en la prestación del servicio por parte de una IPS por ella contratada, le comparte la obligación. 

   



A pesar de esto, que es claro y producto de lo cual se le condenó al pago de los daños causados, es también evidente que la vulneración del derecho fundamental a la vida de la niña no fue propiciado por ella de manera directa, sino, por el personal adscrito a la IPS. Es diferente la cuestión fáctica de ahora a la del caso analizado por la Corte Constitucional, si bien allí, además de la deficiente atención, se pusieron trabas de tipo administrativo por parte de la EPS que contribuyeron notablemente, por el paso del tiempo, al deterioro de la salud del paciente y a su posterior muerte, por lo que había razón para imponerle a ella misma que se excusara y publicara, a título de reparación simbólica, el extracto de la sentencia que le fue ordenado, lo que no ocurrió en este específico evento, en el que bien pudo ser citada la IPS responsable de la atención, en cuyo caso, bien hubiera podido considerarse la orden de la reparación simbólica.   

  



Por esta razón, que es diferente a la que sirvió de apoyo al juzgado, la pretensión no podía abrirse paso. 
  



2.3.6. 
Finalmente, en lo que atañe al reajuste de las agencias en derecho, es asunto ajeno a esta Sala, pues su controversia debe darse en el momento de la liquidación que de las costas se haga por parte del funcionario de primer grado. 
3. RECAPITULACIÓN.
   



Recogido lo dicho en precedencia, se confirmará el fallo de primer grado, con las modificaciones anunciadas sobre algunos de los montos reconocidos por el daño moral. 
  



Como la sentencia ni se confirma ni se revoca íntegramente, no habrá costas en esta sede (art. 392, numerales 3 y 4, CPC). 
  
4.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 20 de febrero de 2015, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, en este proceso ordinario de responsabilidad médica que Jhésica Victoria Ceballos Loaiza, María Ángela Ceballos Loaiza, Santiago Sánchez Ceballos, Asceneth Loaiza de Ceballos y Ángel María Ceballos le promovieron a Saludcoop Entidad Promotora de Salud S.A., pero MODIFICA el ordinal cuarto, que quedará así:

“CUARTO: Condenar a la EPS Saludcoop a pagar a favor de los demandantes, dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, las sumas de dinero que a continuación se relacionan:  

1. PERJUICIOS MORALES: 

a) 
La suma de veinte millones de pesos ($20’000.000,oo) para la sucesión de Sara Lotero Ceballos.

b)
La suma de sesenta millones de pesos (60’000.000,oo) para la señora Jhésica Victoria Ceballos Loaiza. 

c)
La suma de treinta millones de pesos ($30.000.000,oo) para la señora María Ángela Ceballos Loaiza.

d)
La suma de quince millones de pesos ($15.000.000,oo) para Santiago Cruz Sánchez.

e)
La suma de treinta millones de pesos ($30.000.000,oo) para el señor Ángel María Ceballos.

c)
La suma de treinta millones de pesos ($30.000.000,oo) para la señora Asceneth Loaiza de Ceballos.
2.
DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN:

a) 
La suma de treinta millones de pesos ($30’000.000,oo) para la señora Jhésica Victoria Ceballos Molina. 
Sin costas.
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   

DUBERNEY GRISALES HERRERA                                                                                                                                                                   
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